Casación

29-C-2006 

XXIV

SALA DE LO CIVIL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA: San Salvador, a las once horas diez minutos del veintiuno de julio de dos mil seis. 

Vistos en casación la sentencia definitiva pronunciada a las once horas y treinta minutos del diecinueve de diciembre de dos mil cinco, por la Cámara Primera de lo Civil de la Primera Sección del Centro, que resuelve en apelación la sentencia definitiva pronunciada por el Juez Primero de lo Civil de esta ciudad, a las ocho horas y veinte minutos del día seis de septiembre de dos mil cinco, en el Juicio Civil Ordinario Declarativo de Pago de lo No Debido, promovido por el licenciado Jorge Alberto Ramírez García, como apoderado del señor Ciro Alfredo Arévalo Quintanilla, contra el "Banco Americano, Sociedad Anónima", de este domicilio.

Han intervenido en Primera Instancia, el licenciado Jorge Alberto Ramírez García, como apoderado del demandante, y la licenciada Elsy Elizabeth Gálvez Sánchez, como apoderada general judicial del Banco demandado. En Segunda Instancia y en Casación lo han hecho los citados profesionales y en las mismas calidades antes dichas.

VISTOS LOS AUTOS; Y, 

CONSIDERANDO:

I. La sentencia definitiva pronunciada en Primera Instancia dice: "POR TANTO: En base a las razones expuestas, disposiciones legales citadas y Arts: 417,421,422,429,439 Pr.C., a nombre de la República de El Salvador, FALLO: A) No ha lugar declarar el pago de lo no debido en la deuda contraída por el señor CIRO ALFREDO ARÉVALO QUINTANILLA, favor del BANCO AMERICANO, SOCIEDAD ANONIMA, antes UNIBANCO DE EL SALVADOR, SOCIEDAD ANONIMA, en el préstamo número CERO CERO NUEVE NUEVE- CUATROCIENTOS VEINTE- CERO CERO CERO CERO CERO CUATRO MIL VEINTE. B) Condénase a la parte actora al pago de las Costas Procesales de esta Instancia. HAGASE SABER ESTA SENTENCIA A LA PARTE DEMANDANTE Y A LA DEMANDADA."

II. El fallo de Segunda Instancia expresa: "POR TANTO: En cumplimiento a las disposiciones legales citadas, consideraciones expuestas y Art. 172 de la Constitución de la República, Arts. 1089 y 1090 Pr. C. a nombre de la República de El Salvador, DIJERON Confirmase la sentencia venida en apelación en todos sus considerándos y partes. Y condénase a la apelante en las costas procesales de esta instancia. Vuelva la pieza principal al Juzgado de origen con la respectiva certificación de Ley".

III. No conforme con dicha resolución, el licenciado Jorge Alberto Ramírez García, apoderado del señor Ciro Alfredo Arévalo Quintanilla, interpuso recurso de casación en los siguientes términos: "Con base al Artículo 1, numeral primero, Artículo 2, literal a) y Articulo 3, numeral cuarto y octavo, todos de la Ley de Casación, interpongo RECURSO DE CASACION, contra la Sentencia de vistas dictada por vosotros; la cual respeto pero no comparto, de la cual fui notificado a las once horas del día cuatro del mes de Enero del año dos mil seis, en el Juicio Civil Ordinario Declarativo de Pago de lo no debido, promovido por mi parte, como Apoderado General Judicial del señor ClRO ALFREDO AREVALO QUINTANILLA, en contra de la Sociedad BANCO AMERICANO, S.A.. I.- MOTIVOS DEL PRESENTE RECURSO DE CASACION. Considero que la Sentencia de la Cámara, contiene el motivo general de Infracción de Ley, y como motivos específicos: Fallo incongruente con las pretensiones deducidas de los litigantes al no hacer declaración de algún extremo y Error de Derecho en la apreciación de las pruebas. II.- PRECEPTOS INFRIGIDOS. La Cámara Sentenciadora considero que cometió error en los Artículos 1569 y 1573 todos del Código Civil con relación al Articulo 264 y 265 del Código de Procedimientos Civiles. Art. 412 Y 413 del Código de Procedimientos Civiles. III.- CONCEPTOS DE LAS INFRACCIONES. A) Error de derecho en la apreciación de la prueba, Artículo 3 número 8°) Ley de Casación. a) PRUEBA DOCUMENTAL. Con la prueba documental presentada por el suscrito, siendo el RECIBO ORIGINAL, de fecha veintiocho de Abril del año dos mil, emitido por UNIBANCO, S.A., ahora BANCO AMERICANO, S.A., la Cámara sentenciadora dice que no se puede estimar como plena prueba, ya que no aparece en él, un elemento distintivo del asentimiento de cancelación de la obligación de quien lo extendió. Este documento presentado y agregado al presente Juicio, emitido por la sociedad demandada, por el departamento de préstamos que 1o hace un Instrumento Privado, este debe valorarse conforme a las disposiciones del Código Civil y del Código de Procedimientos Civiles, de conformidad a los Art. 265 numero 3°) y 264 Pr. con relación al Art. 1573 C., la primera disposición legal señala que un instrumento privado se tiene por reconocido judicialmente, 3°) Cuando presentado en juicio y agregado a los autos no redarguye su legitimidad antes de la sentencia la parte a quien se opone. Esta demostrado que se presento un Instrumento Privado, el cual esta agregado a los registros contables de la sociedad demandada, que contienen una liquidación, este no fue redarguido de falso en ningún momento, a lo contrario se encuentra en los registros de la sociedad demandada, por lo que al estar reconocido judicialmente este adquiere valor de escritura pública según 1o establece la segunda y tercera disposición legal antes citada, que se refiere a la prueba de las obligaciones, Artículo 1373 C., 1o que vuelve plena prueba de haber efectuado el pago de la obligación contraída por mi mandante a la sociedad demandada, habiendo pagado hasta por la suma de TRESCIENTOS SESENTA Y TRES MIL QUINIENTOS TREINTA Y NUEVE COLONES CON SESENTA Y CUATRO CENTAVOS DE COLON, el día 28 de Abril del año dos mil. El Pago, es un modo de extinguir las obligaciones. Todo pago para que produzca sus efectos debe reunir una condición básica: Que exista una obligación (Art. 1446 C.). De aquí resulta que si se paga algo sin que exista una obligación que legitime el pago, existe el pago de lo no debido y el Artículo 2,046 C., autoriza la repetición de lo pagado. Este pago de lo no debido se establece, al revisar; que se dictó acta de remate, a las once horas del día veintisiete de abril del año dos mil, la cual de conformidad al Art. 644 Pr. C., es la que servirá de Titulo de Propiedad a favor de la sociedad demandada. Pero es el caso que mi mandante se presenta a las oficinas centrales de UNIBANCO, S.A., conocida como Agencia Rooselvelt, a pagar la cantidad de TRESCIENTOS SESENTA Y TRES QUINIENTOS TREINTA Y NUEVE COLONES CON SESENTA Y CUATRO CENTAVOS DE COLON, el día veintiocho de Abril del año dos mil, según consta en el recibo mencionado anteriormente, agregado a folio 39, 1o cual ya no debía, porque se había cancelado con el valor de la casa que fue SUBASTADA en las dos terceras partes del valúo, cuyo valor es de DOSCIENTOS SESENTA Y SEIS MIL SEISCIENTOS SESENTA Y SEIS CENTAVOS DE COLON, pero la sociedad UNIBANCO, S.A., se lo acepta y le entrega el recibo presentado en esta instancia. Para que un pago sea valido, debe hacerse al acreedor mismo Art. 1446 C., en el caso que nos ocupa está comprobado que el pago se hizo al acreedor como lo es la sociedad UNIBANCO, S.A., ahora BANCO AMERICANO, S.A., y 1o recibió algún empleado del mismo. b) PRUEBA TESTIMONIAL. En 1o medular dice, que los testigos presentados son de referencia y que estos no son conformes y contestes en personas y hechos, tiempos, lugares y circunstancias esenciales Art. 321 Pr.. Si se analizan las declaraciones de ambos testigos, encontramos que son contestes y conformes en varios puntos: a) En cuanto a las personas, son contestes en mencionar, la existencia de una obligación entre el señor AREVALO QUINTANILLA y la sociedad UNIBANCO, S.A.. b) Sobre los hechos: Llegaron a la Agencia Roosvelt, de la Sociedad UNIBANCO S.A., en donde el señor AREVALO QUINTANILLA, pago una obligación que tenía con la mencionada sociedad, mencionan que llegó a pagar la cantidad de trescientos sesenta y tres mil quinientos treinta y nueve colones con sesenta y cuatro centavos de colón. c) Sobre el tiempo, manifiestan que todos llegaron el día 28 de abril del año dos mil. d) Sobre el lugar donde se efectúo el pago, ambos manifiestan que en la agencia que estaba por el estadio Mágico Gónzalez, siendo esta la Agencia Roosvelt, de la sociedad UNIBANCO, S.A., por otra parte, estos NO SON TESTIGOS INSTRUMENTALES, para que digan si asistieron a la emisión del instrumento privado o que vieron quien emitió dicho instrumento privado. Son TESTIGOS JUDICIALES, por que han declarado ante un Juez, y estos son presenciales, ya que les consta de vistas y oídas que el señor AREVALO QUINTANILLA, llegó a las oficinas de la Sociedad acreedora, a pagar una deuda en la fecha antes relacionada. Con todo lo anterior, esta prueba se debe valorar como plena prueba de conformidad al mismo artículo 321 Pr. de haber efectuado un pago que ya no debía. Todos estos datos constan en el Instrumento Privado, entregado al señor ARÉVALO QUINTANILLA, tales como número de préstamo, nombre del deudor, monto otorgado, y principalmente MONTO PAGADO: 363,539.64 COLONES, y este señala como nuevo saldo CERO COLONES. En ninguna parte del mismo instrumento privado, señala que es monto a pagar o que queda una cantidad pendiente de pago, o que es una liquidación, tal como lo afirman los peritos en su informe. c) PRUEBA PERICIAL. En la conclusión del mismo se establece en lo medular, que: El recibo de prestamos, presentado por el suscrito Abogado, no corresponde al pago en efectivo, sino por operaciones contables y financieras para LIQUIDAR las cuentas del señor AREVALO QUINTANILLA, por esta razón no tiene firma ni sello de cajero responsable, ni señal de haber pasado por una maquina registradora. Y dice el juez a Quo, que con esto se comprueba que jamás existió pago de lo no debido en la deuda contraída por el señor AREVALO QUINTANILLA, a favor del Banco Americano, S.A., antes UNIBANCO DE EL SALVADOR, S.A.. Sobre esto cabe hacer la consideración siguiente: Sostiene la Cámara que con el informe pericial es suficiente para comprobar que no existió pago, alguno, ya que este solo hace plena prueba en la parte facultativa, es decir en todo el aspecto contable revisado, ya que solamente hacen mención a que se revisaron y analizaron los recibos de caja, del día 28 de abril del año dos mil; solo en esto hacen plena prueba, pero no revisaron ningún archivo del departamento de prestamos o libro de este departamento que establezca que no recibieron la cantidad de TRESCIENTOS SESENTA Y TRES MIL QUINIENTOS TREINTA Y NUEVE COLONES CON SESENTA Y CUATRO CENTAVOS DE COLON, o que se manifieste porque le entregaron el recibo ORIGINAL DEPOSITOS al señor AREV ALO QUINTANILLA, y SE QUEDARON CON EL DUPLICADO CLIENTE, que se encuentra agregado a los registros contables de la sociedad demandada, según en el mismo informe pericial presentado y agregado al expediente principal. d) En el escrito de contestación de la demanda, que corre agregado a folios 20,21 y 22, existe CONFESION JUDICIAL, al MANIFESTAR en dicho escrito presentado por la parte demandada, que el señor AREVALO QUINTANILLA, debe probar que la adjudicación en pago era el no debido, ya que el pago descrito en el recibo antes relacionado, fue hecho entre la pública subasta y el auto de adjudicación en pago del inmueble dado en garantía. Confesión que fue aceptada de mi parte, pero la Honorable Cámara, no la toma en cuenta al momento de dictar la Sentencia Definitiva, en el presente Juicio Civil Ordinario Declarativo, manifestando que esto no tiene mayor consideración por que no hay otro elemento de prueba que establezca que se haya hecho otro pago, para cancelar la misma obligación, siendo esta una confesión en el sentido que uno de los pagos era no debido, y es plena prueba contra él que la ha hecho Art. 374 Pr., confesión que hace la parte demandada que ha recibido dos pagos y uno de ellos es no debido, por el señor AREVALO QUINTANILLA. Por lo antes expuesto y disposiciones legales citadas, considero que se presentaron elementos de prueba pertinentes y que se aporto plena prueba para probar LOS EXTREMOS DE MI DEMANDA, estableciendo que se ha pagado en dos veces una obligación, por lo que es procedente declarar el pago de lo no debido, y repetir lo pagado por la sociedad demandada, a favor del señor Ciro Alfredo Arévalo Quintanilla. La Honorable Cámara desestima la deposición de los testigos en referencia, por que, estos no son contestes, denegándole de esta forma su valor probatorio a dicho medio de prueba, incurriendo con esto la honorable Cámara, en un error de derecho en la apreciación de la prueba. b) INFRACCION DE LEY. EL FALLO CONTIENE INTERPRETACIÓN ERRONEA DE LEY. PRECEPTOS LEGALES INFRINGIDOS Y CONCEPTO EN QUE LO HAN SIDO. La Honorable Cámara, interpretó erróneamente, los artículos 265 Pr. número 3º) 1573 del Código Civil. En efecto la primera disposición legal señala que un instrumento privado se tiene por reconocido judicialmente, 3º) Cuando presentado en juicio y agregado a los autos no redarguye su legitimidad antes de la sentencia la parte a quien se opone. Esta demostrado que se presento un instrumento privado, que contiene el pago de una cantidad de dinero a la sociedad demandada, en consecuencia debió aplicarse el articulo 1573 C., cuando establece que el instrumento privado reconocido judicialmente tienen el valor de escritura publica respecto de los que lo suscriben y de las obligaciones y derechos de estos, aplicando estos preceptos legales debió haber accedido a declarar que se había pagado una obligación en dos veces a favor de la sociedad BANCO AMERICANO, S.A., solicitada por la parte demandante. Habiendo con lo anterior violación de ley, al haber INTERPRETADO ERRONEAMENTE, la aplicación de los artículos 265 numero 3º) y 1573 C.. Así mismo, la honorable Cámara, omitió la aplicación del Art. 412 y 413 Pr., la primer disposición legal establece: Dos o más pruebas semiplenas pueden unirse y ser suficientes para resolver, si de la unión de ellas resulta que no pudo menos de ser la cosa como la prueba anuncia. Si se ha establecido que la deposición de los testigos presentados, que según la Honorable Cámara, son insuficientes para probar la cancelación de la obligación que se pretende sea declarada, pero estos son medios de prueba para establecer una presunción judicial, ya que esta es grave, precisa y concordante. Sería grave porque, consta en documentos privados que el señor Ciro Alfredo Arevalo Quintanilla, pago una cantidad de dinero a la sociedad demandada, y consta esto en un papel de seguridad propiedad de la misma y CONCORDANTE, ya que en el documento y declaraciónes de los testigos presentados, consta que llegaron a un sede de la sociedad demandada a pagar una cantidad de dinero por una obligación contraída anteriormente, por lo que no se destruyen unas con otras sobre el doble pago que se pretende sea declarado. Con esta presunción judicial se establece otra semiplena prueba, siendo ambas suficientes para resolver la cuestión planteada en la demanda. Habiendo con lo anterior violación de ley, al haber omitido la aplicación de los artículos 409, 412 y 413, todos del Código de Procedimientos Civiles. III. QUEBRANTAMIENTO DE LAS FORMAS ESENCIALES DEL JUICIO. POR DENEGACION DE PRUEBAS LEGALMENTE ADMISIBLES Y CUYA FALTA HA PRODUCIDO PERJUICIOS AL DERECHO DE DEFENSA. PRECEPTOS LEGALES INFRINGIDOS Y CONCEPTO EN QUE LO HAN SIDO. Se denunció, anomalías en el Tribunal de Primera Instancia por lo siguiente: Que a folio treinta y nueve, se lee: Que la fotocopia ES CONFORME CON SU ORIGINAL, del recibo numero 48568, de fecha 28 de abril del año dos mil, el cual se confrontó en el Juzgado primero de lo civil, y se DEVOLVIO AL INTERESADO, razón que no es cierta, ya que dicho recibo original no lo he recibido y para constancia no aparece mi firma en ninguna parte de ese folio ni en esa razón, por lo que es responsabilidad de dicho Tribunal las consecuencias y los daños que puedan surgir de dicha falta, en un expediente judicial. Por la razón antes expuesta, se pidió la compulsa de la copia que aparece agregada a los expedientes de la sociedad demandada, y que los peritos manifiestan que existe, para verificar que es la copia cliente, y es el mismo que se presentó por mi parte, ya que la parte demandada nada dijo al respecto en primera instancia, Habiendo con lo anterior violación de ley, al haber denegado la prueba legalmente admisible y cuya falta ha causado perjuicios al derecho de defensa al no poder confirmar lo que los peritos han dicho sobre dicha copia, en su informe, legalmente agregado al expediente principal, preceptos legales infringidos es el artículo 1019 Pr. C., que establece la posibilidad de recibir la prueba en segunda instancia con relación al articulo 271 Pr. C.:, al haber denegado la recepción de prueba legalmente admisible y pertinente al caso objeto del presente Juicio" .

IV. La Sala, por auto de las once horas y veinte minutos del veintidós de febrero de dos mil seis, resolvió: "A) ADMITESE el recurso interpuesto por la causa genérica de infracción de ley, por los sub motivos siguientes: a) Error de Derecho en la Apreciación de la Prueba, con infracción de los Arts. 264, 265 ordinal 3º, 321, 374 Pr. C. y 1573C.; b) Violación de Ley, con infracción de los Arts. 409, 412 y 413 Pr. C.; y B) DECLÁRASE INADMISIBLE el recurso por la causa genérica de infracción de ley, por los submotivos siguientes: a) Fallo incongruente con las pretensiones deducidas por los litigantes al no hacer declaración respecto de algún extremo; b) Error de derecho respecto de la apreciación de la prueba pericial; c) Interpretación errónea de ley, con infracción de los Arts. 265 ordinal 30 Pr. C. y 1573 C.;y C) DECLÁRASE INADMISIBLE el recurso por la causa genérica de quebrantamiento de alguna de las formas esenciales del juicio, por el submotivo de Denegación de pruebas legalmente admisibles, con infracción de los Arts. 1019 y 271 Pr. C." 

V. SÍNTESIS DEL CASO: 

El licenciado Jorge Alberto Ramírez García, actuando como apoderado general judicial del señor Ciro Alfredo Arévalo Quintanilla, presentó el día nueve de octubre de dos mil tres, demanda contra el "Banco Americano, Sociedad Anónima", por los siguientes hechos: Según lo expuesto por el lic. Ramírez García, por escritura matriz número setenta y uno, otorgada en esta ciudad, a las nueve horas del día diecinueve de marzo de mil novecientos noventa y siete, ante los oficios del notario Raúl Humberto Cañas Rivas, su mandante constituyó primera hipoteca a favor de "UNIBANCO, S.A.", hoy "Banco Americano, S.A.". Que en el año de mil novecientos noventa y ocho, el Banco en mención entabló acción ejecutiva contra el señor Arévalo Quintanilla, siendo adjudicado en pago al Banco acreedor el inmueble hipotecado. El abogado Ramírez García afirma que su poderdante pagó al Banco Americano, S.A. la suma de trescientos sesenta y tres mil quinientos treinta y nueve colones con sesenta y cuatro centavos en concepto de capital e intereses de la deuda por la que se le ejecutó, arrojándose como consecuencia de lo anterior saldo cero a su favor. El referido profesional presentó como prueba de dicho pago, un documento al que le atribuye la calidad de recibo provisional de caja proveniente del Banco acreedor. El demandante alega que su poderdante ha pagado dos veces la misma deuda, por lo que promovió Juicio Civil Ordinario Declarativo de Pago de lo No Debido, contra el Banco Americano, Sociedad Anónima. Mediante sentencia definitiva pronunciada a las ocho horas y veinte minutos del seis de septiembre de dos mil cinco, el señor Juez Primero de lo Civil de esta ciudad, falló sin lugar la petición de declarar el pago de lo no debido en la deuda contraída por el señor Arévalo Quintanilla a favor del Banco demandado y condenó a la parte actora en las costas procesales. No conforme con dicha resolución, el agraviado interpuso recurso de apelación en contra de la misma, verificándose la notificación y emplazamiento de ambas partes con el objeto de que éstas comparecieran en Segunda Instancia, habiéndolo hecho tanto el apelante como la parte apelada. Mediante sentencia definitiva pronunciada a las once horas y treinta minutos del diecinueve de diciembre de dos mil cinco, dicho Tribunal confirmó la sentencia definitiva pronunciada en Primera Instancia. Debido al desacuerdo con ese fallo, la parte perdidosa interpuso Recurso de Casación por los motivos antes expresados.

I. ANÁLISIS DEL RECURSO DE CASACIÓN INTERPUESTO.

MOTIVO DEL RECURSO: ERROR DE DERECHO EN LA APRECIACIÓN DE LA PRUEBA. RESPECTO DE LA INFRACCION DE LOS ARTICULOS 264, 265 # 3º, 321 y 374 Pr. C. y 1573 C.

ERROR DE DERECHO EN LA APRECIACIÓN DE LA PRUEBA DOCUMENTAL. INFRACCION A LOS ARTS. 264, 265 # 3º Pr. C. y 1573 C.

El abogado recurrente es de la opinión que la Cámara Primera de lo Civil de la Primera Sección del Centro ha incurrido en error de derecho en la apreciación de la prueba, cuando ésta al dictar sentencia le niega todo valor a un documento presentado por él mismo y que califica de recibo original, proveniente de UNIBANCO, S.A. ahora Banco Americano, S.A.

La normativa dentro del Código de Procedimientos Civiles que considera quebrantada es la siguiente: "Art. 265.- Se tiene por reconocido el instrumento privado en los casos siguientes: ..... 3° Cuando presentado en juicio y agregado a los autos no redarguye su legitimidad antes de la sentencia la parte contra quien se opone;" y el "Art. 264.- El instrumento privado escrito en el papel correspondiente, reconocido judicialmente, aunque sea sin juramento por la parte contra quien se opone, por su procurador especial o por su representante legal, o que la ley da por reconocido, tiene valor de escritura pública en los casos y términos expresados en el Código Civil. C. 1573". Señala también como vulnerado el Art. 1573 C. que dice: "El instrumento privado, reconocido judicialmente por la parte a quien se opone, o que se ha mandado tener por reconocido en los casos y con los requisitos prevenidos por la ley, tiene el valor de escritura pública respecto de los que aparecen o se reputan haberlo suscrito, y de las personas a quienes se han transferido las obligaciones y derechos de éstos."

El impetrador considera que el documento privado que denomina recibo original no fue reargüido de falso en ningún momento por el Banco demandado, por lo que concluye que debe tenerse por reconocido judicialmente y por tanto dársele valor probatorio de acuerdo a las disposiciones antes transcritas.

La Sala es del parecer que la Cámara no ha incurrido, al fallar, en este vicio que se le atribuye. El documento privado presentado por la parte actora no ha sido redargüido de falso simple y sencillamente porque no lo es, sino que lo que sucede es que no es oponible contra la parte que se pretende hacer valer por no contener los requisitos mínimos que hagan suponer de manera indubitable que el acreedor lo ha extendido en concepto de cancelación de una deuda provocada por el pago en efectivo de la misma, realizado por el deudor. Por el contrario, como bien señala el Tribunal que conoció de la alzada, se virtió -dentro del proceso- otro tipo de prueba, como la pericial, que confirmó que el documento en cuestión corresponde o da fe de otro tipo de movimientos financieros que tuvieron lugar a consecuencia de la vía ejecutiva entablada por el Banco.

El mismo licenciado Ramírez García robustece la anterior consideración, cuando en su escrito de interposición de la casación afirma que "...se dictó acta de remate, a las once horas del día veintisiete de abril del año dos mil, la cual de conformidad al Art. 644 Pr. C., es la que servirá de Titulo de Propiedad a favor de la sociedad demandada. Pero es el caso que mi mandante se presenta a las oficinas centrales de UNIBANCO, S.A., conocida como Agencia Rooselvelt, a pagar la cantidad de TRESCIENTOS SESENTA Y TRES QUINIENTOS TREINTA Y NUEVE COLONES CON SESENTA Y CUATRO CENTAVOS DE COLON, el día veintiocho de Abril del año dos mil, según consta en el recibo mencionado anteriormente, agregado a folio 39, lo cual ya no debía, porque se había cancelado con el valor de la casa que fue SUBASTADA....". Lo dicho anteriormente es concordante con el resto de la prueba que la Cámara tuvo a la vista y valoró, y que la llevó a concluir que el documento presentado ha sido extendido no para dar fe de algún pago en efectivo recibido por parte del deudor, sino que obedece y certifica el movimiento en los activos del Banco que tuvo lugar a consecuencia de la subasta del inmueble dado en garantía y que oportunamente le fue adjudicado en pago al Banco.

La Cámara de manera correcta ha expresado que "dicho recibo al observarse a simple vista no contiene plasmado la voluntad de las partes o de una de ellas, o algún tipo de indicativo que haga suponer sin lugar a dudas, que se concreta la manifestación de voluntad del acreedor cancelando la obligación del apelante para con el Banco apelado, como sería una firma... o sello de dicha Sociedad que refleje la voluntad....."

Con todo lo dicho, ha quedado claro cual es el verdadero sentido del documento emitido por el Banco y, en razón de ello, la Cámara no ha cometido error de derecho en la apreciación de la prueba documental y así se declarará.

ERROR DE DERECHO EN LA APRECIACIÓN DE LA PRUEBA TESTIMONIAL. INFRACCION AL ART. 321 Pr. C.

La disposición del Código de Procedimientos Civiles señalada como infringida reza: "Art. 321.- Dos testigos mayores de toda excepción o sin tacha, conformes y contestes en personas y hechos, tiempos y lugares y circunstancias esenciales, hacen plena prueba. Para probar la falsedad de un instrumento se necesitan cuatro testigos idóneos o sin excepción, si fuere público o auténtico, y dos, si fuere privado. Más en los instrumentos públicos tendrá el Juez en consideración su antigüedad, su concordancia con el protocolo y la buena o mala conducta de escribano o Notario."

El impetrador alega que la Cámara erró al restar todo valor a la prueba testimonial, ya que -contrario a lo sostenido por dicho Tribunal- a su entender los declarantes fueron contestes y conformes en cuanto a personas, hechos, tiempo y lugar. Agrega, además, que los testigos presentados oportunamente no poseen el carácter de instrumentales, por lo que no era necesaria su presencia al momento de la emisión del instrumento privado que pretende hacer valer como recibo de cancelación de deuda, sino que, afirma, son testigos judiciales por haber declarado ante el juez.

El Tribunal Casacional respalda lo sostenido por la Cámara en cuanto a este punto. Es más que evidente que los testigos no son conformes en sus declaraciones en la manera exigida por el Art. 321 Pr. C., por el contrario la vaguedad, el desconocimiento a ciencia cierta de los hechos y la contradicción es el denominador común entre ambos, y por lo tanto con acierto el Tribunal de alzada ha negado todo valor a los testigos.

El recurrente trata de salvar la situación anterior, cuando acude a una clasificación que de los testigos se hace en doctrina bajo el criterio de la función que cumplen, al decir que los testigos no son instrumentales sino judiciales.

La clasificación de testigos instrumentales y de conocimiento es recogida dentro de nuestra normativa notarial, y en cuanto a los primeros, se consideran tales los testigos que presencian el otorgamiento de instrumentos públicos o de cualquier otro acto notarial, y dan fe precisamente de que las partes han suscrito el documento de que se trata.

Como puede apreciarse, la anterior clasificación en nada tiene que ver con la cuestión que se ventila, sino que la Cámara lo que ha analizado es si, de conformidad con la ley, los testigos han presenciado los hechos que se pretenden acreditar en el proceso, de tal manera que sus declaraciones sean fidedignas, indubitables y lleven al juzgador al convencimiento de la verdad sobre lo que declaran.

Los testigos no han podido afirmar de manera categórica y unánime que hayan visto al señor Arévalo Quintanilla, desembolsando en las oficinas de UNIBANCO, S.A., la cantidad de trescientos sesenta y tres mil quinientos treinta y nueve colones con sesenta cuatro centavos de colón, a una hora determinada, ante una persona específica, y que en razón de ello el Banco en mención haya extendido a su presencia y en calidad de recibo de pago, el documento que se presentó en juicio y al que se le ha pretendido atribuir la calidad de recibo en concepto de cancelación de deuda.

Por lo que la violación al Art. 321 Pr.C. atribuida a la Cámara no ha tenido lugar y por tanto no procede acceder a lo solicitado y así se declarará.

ERROR DE DERECHO EN LA APRECIACIÓN DE LA PRUEBA POR CONFESION. INFRACCION AL ART. 374 PR.C.

El abogado Ramírez García señala que se ha cometido error de derecho al hacer caso omiso de la confesión judicial que, según él, corre agregada en autos y señala como disposición vulnerada el Art. 374 que dice: " La confesión judicial puede hacerse en los escritos o en declaración jurada. La confesión judicial y la extrajudicial escrita hacen plena prueba contra el que la ha hecho, siendo sobre cosa cierta, mayor de edad el que la hace y no interviniendo fuerza ni error."

Sobre este particular, la Sala considera que la confesión señalada no existe, sino que el recurrente ha citado fuera de contexto algunos razonamientos vertidos por el demandado. Es menester recordar que la confesión es la declaración o reconocimiento que hace una persona contra sí misma sobre la verdad de un hecho, y para que se tenga por tal deber ser indudable y terminante en cuanto a los hechos admitidos.

La Cámara hizo bien al no valorar este elemento, pues no se ha producido esa declaración en la que inequívocamente se reconozca la existencia del pago de la deuda, y al mencionar el demandado únicamente que lo que sí se ha verificado es una adjudicación en pago y no haber más elementos probatorios que sustenten la existencia de duplicidad del referido pago que recaiga sobre la misma deuda, no hay razón de ser para tener por confesada la pretensión del recurrente.

El error de derecho alegado con infracción del Art. 374 Pr. C. aplicado a la Cámara no ha tenido ocasión y por tanto no procede conceder lo solicitado y así se declarará

MOTIVO DEL RECURSO: VIOLACIÓN DE LEY. RESPECTO DE LA INFRACCION DE LOS ARTICULOS 409, 412 y 413 Pr. C.

Cómo último motivo invocado, el recurrente afirma que la Cámara ha incurrido en violación de ley al inaplicar las siguientes disposiciones del Código de Procedimientos Civiles: "Art. 409.- Las presunciones son legales o judiciales. Las legales se reglan conforme al artículo 45 C. Las judiciales se dejan a las luces y prudencia del Juez, quien no deberá admitir sino las que sean graves, precisas y concordantes, y en los casos únicamente en que la ley admite la prueba testimonial. De éstas es de las que aquí se trata. Presunción grave es la que se apoya en un hecho conocido que haga muy verosímil el hecho desconocido que se trata de averiguar: precisa, la que sólo se puede aplicar a un hecho y no a varios; y concordantes, cuando siendo varias no se destruyen unas a otras y tienen tal enlace entre sí y con el hecho probado, que no pueden dejar de considerarse como antecedentes o consecuencias de éste."; "Art. 412.- Son pruebas semiplenas: la comprobación de letras, la deposición de un solo testigo idóneo, la confesión extrajudicial verbal probada por dos testigos, la presunción judicial y los testimonios o copias de que habla el artículo 275."; y, "Art. 413.- Dos o más pruebas semiplenas pueden unirse y ser suficientes para resolver, si de la unión de ellas resulta que no pudo menos de ser la cosa como la prueba anuncia.".

Sobre lo anterior, no es dable hablar de que en Segunda Instancia se ha incurrido en la inap1icación de los artículos citados. Para que la presunción judicial opere es requisito sine qua non que exista dentro del proceso un hecho base probado por una de las partes y que de éste se deduzca la presunción. Lo anterior no ha ocurrido dentro del juicio de que se trata, no hay un hecho conocido, probado del cual se pueda deducir como causa o consecuencia el hecho desconocido.

Por otra parte, se pretende que se considere como semiplena prueba la declaración de los testigos. El recurrente dice que los testigos a criterio de la Cámara son insuficientes para probar la cancelación de la obligación, sin embargo lo que realmente se ha dicho es que no merecen fe ninguno de los dos declarantes que oportunamente fueron examinados, por lo que no se estaría dentro del supuesto del Art. 412 Pr.C. que establece como semiplena prueba la deposición de un solo testigo idóneo.

En razón de lo anterior la Cámara en manera alguna podía aplicar el Art. 413 Pr.C., que es el que habilita al juez para que pueda unir dos semiplenas pruebas y en base a ellas poder resolver.

Con base, pues, en las razones expuestas, la Sala considera que no se han violado los Arts. 409, 412 y 413 Pr. C., por lo que no procede, entonces, acceder a lo solicitado por el recurrente y así se declarará.

POR TANTO: De acuerdo a las razones expuestas, disposiciones legales citadas y artículos 421, 422, 428 y 432 Pr.C., y 13 y 23 de la Ley de Casación, a nombre de la República, la Sala FALLA: A) Declárase que no ha lugar a casar la sentencia de que se ha hecho mérito, por la causa genérica de infracción de ley, por los sub motivos siguientes: a) Error de Derecho en la Apreciación de la Prueba, con infracción de los Arts. 264, 265 ordinal 3°, 321, 374 Pr. C. y 1573C.; y, b) Violación de Ley, con infracción de los Arts. 409, 412 Y 413 Pr. C.; y, B) Condénase al señor Ciro Alfredo Arévalo Quintanilla, en los daños y perjuicios a que hubiere lugar; y al licenciado Jorge Alberto Ramírez García, en las costas del recurso, como abogado que firmó el escrito de interposición del mismo.

Devuélvanse los autos al Tribunal de origen, con certificación de esta sentencia, para los efectos de rigor. Expídase la ejecutoria de ley. HAGASE SABER.
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